XUNTA DE GALICIA 
SECRETARIA XERAL TECNICA E DO TESOURO 
CONSELLERIA DE FACENDA E ADMINISTRACION PUBLICA 
Edificio Administrativo San Caetano

15781 Santiago de Compostela
Expediente: Baja definitiva de autorización de explotación

Empresa Operadora Recreativos Ceda SA                              
 

D. ----------, mayor de edad, con NIF --------, con domicilio en C/ -------------,en nombre y representación de  la empresa operadora  --------------,   con CIF -------, manifiesta: 

Que con fecha -------- recibió mi representada resolución por la que se procede a dar de baja definitiva  y declarar extinguida la autorización/es de explotación de (1) ---de la maquina tipo B. 

(1) Hay que indicar una autorización o más, según las que vinieron en la notificación de baja. .

Que en tiempo y forma mi representada y por medio de la presente, conforme a lo dispuesto en los artículos 121,122, 123 y 124 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, reguladora del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y dentro del plazo conferido al efecto, formula RECURSO POTESTATIVO DE REPOSICIÓN, O RECURSO DE ALZADA frente al superior jerárquico, según proceda, ante la falta de ofrecimiento de recursos en la resolución, y ello  contra la resolución de fecha-----, notificada el------a esta parte, en la cual se acuerda desestimar las alegaciones presentadas por esta parte de fecha -----------y, conforme a la misma, dar de baja definitiva la autorización de explotación --------- de maquina tipo B, que se apoya en las siguientes,
ALEGACIONES
CUESTION PREVIA: Al no hacer constar en la resolución recurrida el pie del recurso, con evidente indefensión para el recurrente, se formula recurso potestativo de reposición ante el mismo órgano que lo dicto, o de alzada ante el superior jerárquico. 
PRIMERA: En primer lugar, reiteramos las alegaciones ya presentadas y a las que se ha hecho caso omiso por parte del organismo al que me dirijo.

Entendemos, que la resolución ahora recurrida no sólo causa daños de difícil reparación, sino que  genera una inseguridad jurídica total,  inseguridad por otra parte no amparada en nuestro ordenamiento jurídico. Basta con fijarse en la propia resolución, la cual carece de cualquier tipo de fundamentación jurídica vulnerando el derecho a la tutela judicial efectiva del art. 24 CE, en su vertiente del derecho de acceso a la jurisdicción al ser un acto administrativo defectuoso e incorrectamente notificado. Siendo completamente estrictos, este acto de comunicación realizado por la administración no se puede considerar una verdadera notificación, puesto que este acto de comunicación no contiene ni el texto íntegro del acto, ni las exigencias y garantías derivadas de la legislación del procedimiento administrativo común: la indicación de si el acto es o no definitivo en la vía administrativa, la expresión de los recursos que contra el mismo procede, órgano ante el que hubieran de presentarse y plazo para interponerlos; artículo 40 de la LPACAP.
SEGUNDA: La empresa operadora, con fecha …………., ------ procedió a comunicar la suspensión provisional de la autorización de explotación de la maquina tipo B --------manteniéndose en esa situación desde entonces, conforme al artículo 43 del reglamento de máquinas recreativas vigente
TERCERA: Con fecha ------- se notifica por la Xunta la baja definitiva de la autorización de explotación, fundamentándolo que en base a lo dispuesto en la Disposición Transitoria séptima de la Ley 3/2023 de 4 de julio de 2023 de juego de Galicia, las empresas operadoras disponían hasta el 6/10/2024 para reiniciar e instalar las maquinas que se encontrasen en suspensión provisional antes de la entrada en vigor de la ley (6/10/2023). 

CUARTA: Conforme al artículo 43, apartado 4, del Reglamento de máquinas recreativas y de azar aprobado por Decreto 39/2008 de 21 de febrero de la Comunidad Autónoma de Galicia, esta autorización de explotación se encontraba suspendida provisionalmente. 
QUINTA: La notificación de la Xunta de Galicia, pretender aplicar una normativa que no es de aplicación en el presente caso, pues la disposición transitoria séptima de la ley 3/2023 de 4 de julio reguladora de los Juegos de Galicia, a la que hace mención no resulta de aplicación, por los siguientes motivos:
1º)  La propia ley 3/2023, de 4 julio reguladora de los juegos de Galicia, en su disposición transitoria octava, regula el régimen transitorio de aplicación a los expedientes en tramitación.

“1. Los expedientes que se encuentren en tramitación en el momento de la entrada en vigor de la presente ley se regirán por la normativa vigente en el momento de la presentación de la solicitud correspondiente.”
2º) La propia administración autonómica no comunicó ni advirtió a mi representada como empresa operadora la modificación del plazo previsto para reiniciar la explotación de la máquina con autorización de explotación en situación de suspensión provisional.
3º) La presente autorización de explotación estaría en el supuesto del punto tercero de esta disposición transitoria séptima de la ley 3/2023, de 4 julio reguladora de los juegos de Galicia, (el cual, dicho sea, fue añadido con posterioridad en fecha 1 de enero de 2024):
“3. Las máquinas que, a partir de la entrada en vigor de la presente ley, pasen a la situación de no instaladas podrán permanecer en esa situación hasta que el futuro reglamento desarrolle las causas justificadas a que hace referencia el artículo 14.7. En ningún caso el número de autorizaciones de instalación y localización de una misma empresa podrá ser superior al número de autorizaciones de explotación que dicha empresa tenga concedidas.”
Es decir, estaríamos en un caso de “máquinas no instaladas” como recoge el punto 3 de la disposición transitoria séptima, que están a la espera de poder explotarse en un local que así lo permita, para lo cual en ese momento como paso previo a su instalación deberá darse de alta y solo tras el pago de la tasa fiscal instalarla en un local para su explotación,

4º) Dicha disposición transitoria séptima de la ley 3/2023 de 4 de julio de 2023, se refiere a máquinas autorizadas (de alta y en activo) en establecimientos de restauración, de ocio y entretenimiento, pero en ningún momento habla de autorizaciones de explotación en general y  en baja o suspensión temporal. 
Así el Reglamento de juego en su artículo 43 (no derogado, ni en contradicción con la ley actual) recoge: 

“1. Cuando por avería o por cualquier otra causa las empresas operadoras deseen suspender temporalmente la explotación de una máquina de los tipos B, B especial o C, la retirarán de su instalación y explotación y solicitarán, de la correspondiente jefatura territorial de la consellería competente en materia de juego, la suspensión provisional de la autorización de explotación. Dicha solicitud deberá formalizarse mediante modelo normalizado que deberá ser suscrito por la empresa operadora y se adjuntarán...´´
Este articulo  habla de un concepto distinto al de la disposición transitoria séptima de la ley, es decir, no habla de máquinas autorizadas de alta sino de máquinas cuya autorización se da de baja o suspensión temporal para cuando no se desee explotarla. 

El punto 3 de la disposición transitoria séptima alude a las maquinas que están de baja temporal o provisional (no paga tasa de juego), no tiene una máquina activa de alta (AE) está en almacén y/o reparación son en todo caso “máquinas no instaladas”.

En base a los hechos del presente expediente y a la normativa expuesta, hemos de añadir que al igual que ocurre en otros sectores, la norma aplicable, en nuestro caso, es la vigente en el momento de la presentación de la solicitud de la Autorización de Explotación, pues no existe ninguna disposición derogatoria o transitoria que prevea un aplicación distinta, por lo que estimo que no existe base legal alguna para aplicar este cambio normativo a la autorización de explotación del presente expediente; estamos ante una interpretación incorrecta que atenta a la seguridad jurídica y que dicha interpretación tampoco está en el espíritu de la ley, y la mejor prueba de ello nos la encontramos en la Exposición de Motivos, cuando acertadamente recoge, que, las autorizaciones se otorgan con la visión de la amortización de las inversiones y sobre todo por el coste elevado de las máquinas recreativas y sus adaptaciones a un mercando cambiante. 
Mediante la aplicación de la Transitoria Séptima, tal y como lo está haciendo la Administración, se está privando de validez a Autorizaciones plenamente vigentes, cuya fecha de vencimiento está aún por llegar, y en muchos casos con una temporalidad de validez aún muy dilatada. Dicha interpretación conculca los principios,  de Seguridad Jurídica y “Confianza Legítima”, establecidos en el Artículo 9.3 de la Constitución Española, nos encontramos, en el presente caso ante un flagrante caso de Retroactividad Restrictiva de Derechos Individuales, dado que la normativa de referencia está produciendo efectos sobre situaciones jurídicas anteriores, con lo que ello conlleva.
SEXTA: En virtud del artículo 117 de la Ley procedimiento administrativo común, instamos la suspensión del acto administrativo, habida cuenta no solo de la inseguridad jurídica sino de los graves daños económicos que genera la interpretación los cuales son de difícil reparación.
Artículo 117. Suspensión de la ejecución.

1. La interposición de cualquier recurso, excepto en los casos en que una disposición establezca lo contrario, no suspenderá la ejecución del acto impugnado.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el órgano a quien competa resolver el recurso, previa ponderación, suficientemente razonada, entre el perjuicio que causaría al interés público o a terceros la suspensión y el ocasionado al recurrente como consecuencia de la eficacia inmediata del acto recurrido, podrá suspender, de oficio o a solicitud del recurrente, la ejecución del acto impugnado cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que la ejecución pudiera causar perjuicios de imposible o difícil reparación.

b) Que la impugnación se fundamente en alguna de las causas de nulidad de pleno derecho previstas en el artículo 47.1 de esta Ley.

El acto hoy impugnado, es recurrido no solo por los perjuicios de imposible o difícil reparación, sino al ser un acto entendemos nulo de pleno derecho, (artículo 47.1 de LPACAP) o anulable (artículo 48 de  LPACAP).
POR LO EXPUESTO
SOLICITA tenga por presentado este escrito con las ALEGACIONES sobre el particular y se acuerde tener por interpuesto RECURSO POTESTATIVO DE REPOSICIÓN O SUBSIDIARIO DE ALZADA, en su caso, contra la resolución de fecha ----notificada el día  ------- ,  en la cual se acuerda desestimar las alegaciones de esta parte y, conforme a la misma, dar de baja definitiva la autorización de explotación -----de la maquina tipo B;  se estime el recurso y se declare la nulidad de la referida resolución, por ser contraria a derecho, o anulabilidad, en su caso, y se mantenga la vigencia de la  autorización de explotación a que se refiere el presente expediente.
Asimismo, en virtud del artículo 117, de la Ley procedimiento administrativo común, instamos la suspensión del acto administrativo, mientras no se resuelva el recurso y adquiera firmeza la resolución impugnada, habida cuenta no solo de la  inseguridad jurídica provocada, sino que se trata de una resolución nula de pleno derecho, además de los graves daños económicos que genera la errónea interpretación de la norma, los cuales son de difícil reparación.
En___________, xx de _______________ de xxxx
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